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La amenaza de ruina en el 'Estado del bienestar'
  Tras un período de esplendor en el que los países europeos con mayor desarrollo económico se han ido dotando de mecanismos de protección cada vez más eficaces, con capacidad para hacer frente a las contingencias personales que pudieran sufrir sus ciudadanos, la crisis que las economías occidentales han arrastrado durante los últimos años ha supuesto la primera amenaza seria a este sistema, conocido con el sonoro apelativo de 'Estado del bienestar'. Los recortes en las partidas presupuestarias destinadas a esos capítulos han sido cada vez más ostensibles, alcanzando su punto álgido en el momento en que han empezado a afectar a los sistemas estatales de pensiones. En este ámbito, la imposibilidad de sostener de forma indefinida el funcionamiento del modelo consolidado se ha hecho evidente al fallar de forma simultánea sus dos pilares básicos: el mantenimiento de una proporcionalidad entre trabajadores en activo y pensionistas, y la entrada constante de capital al sistema principalmente por la vía de las contribuciones directas de los trabajadores, pero también mediante los impuestos con los que el Estado grava la renta y el consumo.

  Las dificultades presupuestarias y, en especial, el progresivo envejecimiento de la población habían llevado hace tiempo a países como Francia o Alemania a iniciar el debate público sobre estas cuestiones. En España, donde no se han llegado a conocer nunca en plenitud los beneficios del Estado del bienestar, la sugerencia de su posible liquidación, estando además un partido socialdemócrata en el poder, tenía que ser por recibida con evidente malestar por grandes sectores de la población. Sin embargo, la realidad parece imponer cada vez más sus exigencias en este ámbito. Por citar un dato elocuente digamos que en nuestro país, a pesar de la escandalosa insuficiencia de muchas de ellas para asegurar no ya un buen nivel de vida sino un mínimo de subsistencia digna, el capítulo dedicado a sufragar los gastos derivados de las pensiones supone este año el 25% del presupuesto estatal. 

  Tan acostumbrados estamos ya a llegar tarde a todo, que nos damos con un canto en los dientes cuando acertamos a coger algún tren, aunque sea en marcha. Contentos estábamos, pues, de ir en el vagón de cola del tren del bienestar europeo. Pero la alegría ha durado bien poco y se está asumiendo de forma cada vez más generalizada por estos pagos, que no han conocido en verdad etapa de holganza, que es necesario someter al Estado benefactor a una severa cura de adelgazamiento. En el caso particular de las pensiones, esto significa el tránsito de un sistema basado en el reparto por parte del Estado a otro que tiene como fundamento la capitalización y la gestión privadas.

  Esta propuesta, la misma que se ha ido abriendo paso en toda Europa, es del todo coherente con los presupuestos individualistas propios de la ideología hoy predominante. Desde el punto de vista institucional tiene además evidentes atractivos, ya que favorece la creación de amplísimas bolsas de recursos prestos para la inversión en distintos frentes. En consecuencia, los poderes públicos son los primeros interesados en impulsarla. Ante todo, porque los fondos de pensiones están llamados a convertirse en los mayores capitalistas de los países desarrollados. Pero también debido al hecho evidente de que las inversiones realizadas por quienes los dirigen, que recordemos no son sus propietarios sino simples gestores profesionales de los mismos, se orientan inevitablemente de forma conservadora, hacia valores y activos considerados seguros, eludiendo en la mayor medida posible las inversiones de riesgo e inyectando una saludable cantidad de recursos en las empresas públicas y financiando la deuda del Estado. No olvidemos, por último, que en caso de extrema necesidad, el Estado tiene en los fondos de pensiones una hipotética fuente de recursos, a buen seguro algo más dócil y, por supuesto mucho mejor dotada que cualquier capitalista individual; una fuente de recursos cuya gestión tiene, dicho sea de paso, muchas menos opacidades para la Hacienda Pública que las que pueden darse en la administración de otros capitales.

  Por todo ello, cuando el ministro Solbes anunció en una sonada entrevista, luego matizada una y otra vez, que era necesario tomar en consideración el problema, estaba haciendo un flaco favor al partido que le había permitido llegar al cargo que ocupa, pero actuaba en coherencia con una estrategia seguida hace tiempo por nuestros socios europeos. El efecto fue fulminante y todo el que pudo se aprestó a arrimar unos duros para hacerse un plan de jubilación en alguna entidad privada. Al mismo tiempo, el ministro parecía lamentar de antemano los votos perdidos pero no parecía estar por ello hundido en la pesadumbre, ya que con su acción había demostrado ser algo más que un mero interino, puesto por González al frente del Ministerio de Economía y Hacienda mientras que Pujol y Roca deshojaban la margarita.

  Las raíces de lo que hoy conocemos como 'Estado del bienestar' se hunden en la historia hasta la segunda mitad del siglo diecinueve. De esa época datan la extensión de las instituciones médicas y de custodia, la expansión del sistema de escuelas elementales y la creación de las primeras redes de transporte y suministros. Como subrayaba A. De Swaan en ese espléndido libro sobre la génesis del Estado benefactor que lleva por título A cargo del Estado, por su trascendencia ulterior, podríamos afirmar hoy que las redes más importantes creadas en aquellos tiempos fueron la de suministro de agua y la de alcantarillado. En su opinión,"la sanidad urbana representa un capítulo aparte en la sociogénesis del Estado benefactor. En el espacio de unos cincuenta años se desarrolló en todas las grandes ciudades un sistema muy costoso y eficaz, al principio sobre la base de la iniciativa privada y voluntaria, y en las últimas fases como sistema obligatorio y sometido a control público". El desarrollo de estas 'redes' sirvió como modelo para la posterior intervención estatal en otros ámbitos, en particular en el sanitario, permitiendo al Estado la creación de un sistema que combinaba la coacción sobre los individuos con la generalización en el disfrute de los beneficios sociales aportados.

  Como resultado de la feliz confluencia de todos esos factores, ya a finales del siglo diecinueve el aparato estatal había alcanzado dimensiones sin precedentes. Las burocracias estatales habían engordado en proporciones prodigiosas, dirigiendo los ejércitos permanentes, supervisando los sistemas de beneficencia a escala nacional, encargándose de la educación, haciendo funcionar la sanidad urbana, la policía y las redes de transporte. En suma, aunque conocería aún sucesivas etapas de crecimiento, el Estado se había convertido ya en la enorme máquina que hoy conocemos.

  Al ser producto de una etapa histórica plagada de tensiones y conflictos, no es extraño que haya quien ha querido ver en la evolución del Estado benefactor el resultado de las presiones de una cada vez más concienciada clase obrera, que pugnaba con fuerza por reclamar sus derechos. En contra de tal opinión, De Swaan defiende que "antes que una historia de la 'fuerza de la clase obrera', el nacimiento de la seguridad social es la historia de la desaparición del poder de la burguesía independiente, y del declive de la acumulación de la propiedad privada. Y mucho más que una historia de lucha de clases entre el proletariado y la burguesía, el desarrollo de la seguridad social es el resultado de un conflicto entre la pequeña burguesía, por un lado, y las diversas coaliciones que se establecieron entre los trabajadores organizados, los grandes empresarios, y un régimen activista y reformista de políticos y administradores en el poder. En este sentido, la seguridad social es el resultado de una 'lucha de clases', pero con alianzas invertidas". Si De Swaan alude a una 

inversión de alianzas, es porque, por paradójico que parezca, las organizaciones obreras más combativas estuvieron en un primer momento radicalmente en contra de la universalización de los sistemas de protección social.

  Es lógico que, en un primer momento, los partidos y organizaciones de izquierda se mostraran reacios a admitir las posibilidades de creación de un sistema de protección justo y eficaz, en base a las iniciativas combinadas de la burguesía y la burocracia estatal. En especial los comunistas, tenían que mostrar sus reservas frente a un proyecto que ponía de forma implícita en evidencia que era posible la mejora del orden social sin romper con las reglas de juego que lo definían. En definitiva, "para que el movimiento obrero pasara de defender la colectivización de la protección contra los riesgos a pedir su nacionalización, necesitaba depositar cierta confianza en el Estado y en su potencial administrativo; pero, ante todo, los sindicatos tenían que crear organizaciones a escala nacional o con orientación nacional. Tanto los sindicatos como las asociaciones de empresarios debían desarrollar una estructura eficaz, ramificada por todo el país, dotada de la suficiente unidad administrativa y consistencia ideológica como para hacerse oír en la política nacional. Mientras siguieran fragmentados en organizaciones locales, no estarían en condiciones de comprender las ramificaciones de los problemas a nivel local para el conjunto de la economía y la política nacionales, y mucho menos se hallarían capacitados para desarrollar soluciones institucionales a nivel nacional, o de apoyar tales propuestas cuando procedieran de otras partes. Así pues, la organización precedió y determinó los programas".

  A la crisis estructural provocada por la caída en los ingresos del Estado, debido al descenso de la actividad económica; y la crisis estructural, debida a la estructura de la pirámide poblacional en los países desarrollados, con un progresivo envejecimiento de la población, se une ahora una crisis de confianza, provocada por el recorte en las prestaciones del Estado y la sospecha de que posiblemente, en un futuro próximo, éste no podrá hacer frente a los compromisos que ha contraído con los ciudadanos hoy en edad productiva. Tal vez sea esta última la más difícil de resolver, de hecho es posible que sea ella la que actúe como sepulturera del Estado del bienestar. Y es que -como subraya De Swaan en el estudio antes citado-, en última instancia, "la virtud se basa en las expectativas sobre la virtud de los demás".
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